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COBRO DE DINERO 

ORDINARIO 

Panel integrado por su presidente, el Juez Hernández Sánchez, el 
Juez Bonilla Ortiz y la Jueza Mateu Meléndez. 

 
Hernández Sánchez, Juez Ponente  

 
SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 6 de junio de 2022. 

 Comparece el Municipio Autónomo de Toa Baja (Municipio o 

apelante) mediante recurso de apelación. Nos solicita la revocación 

de la Sentencia emitida y notificada el 8 de marzo de 2022. Mediante 

esta, el Tribunal de Primera Instancia (TPI) declaró con lugar la 

Demanda de cobro de dinero presentada por la Confederación 

Auténtica de Transporte LLC (Confederación o apelado) y ordenó al 

Municipio a pagar $7,140.00 en concepto de la deuda y $2,000.00 

en honorarios de abogado. 

 Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

revocamos, en parte, la Sentencia apelada.  

I. 

 A continuación, resumimos los hechos pertinentes para la 

disposición del recurso, los cuales surgen del expediente ante 

nuestra consideración y del Sistema Unificado de Manejo y 

Administración de Casos (SUMAC). 
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 El 23 de diciembre de 2019 la Confederación presentó una 

Demanda de cobro de dinero en contra del Municipio.1 Mediante 

esta, alegó que el Municipio le adeudada $7,140.00 por unos 

servicios de recogidos de escombros y material vegetativo con equipo 

pesado.2 Detalló que dicho servicio fue ofrecido en virtud del 

contrato 2018-0002488.3 Luego de varios trámites procesales que 

no son necesarios pormenorizar, el 5 de octubre de 2020 el 

Municipio presentó Contestación a demanda y reconvención.4 

Sostuvo que el apelado no presentó los documentos requeridos por 

la ley para el perfeccionamiento del contrato.5 Así, alegó que no 

podía desembolsar fondos públicos sin que el expediente del 

contrato en cuestión estuviera completo.6 Afirmó que la 

Confederación entregó documentos y certificaciones de terceros, 

incumpliendo con los requisitos para que se perfeccionara el 

contrato de emergencia suscrito por las partes.7  

En su reconvención, el Municipio detalló que suscribió el 

contrato 2018-000248 con la Confederación, el cual tenía una 

vigencia del 18 de septiembre de 2017 al 11 de octubre de 2017.8 

Arguyó que dicho contrato se otorgó bajo el estado de emergencia 

declarado el 18 de septiembre de 2017 a consecuencia del paso del 

Huracán María.9 Respecto al contrato, sostuvo que, por tratarse de 

un contrato otorgado bajo un estado de emergencia, el apelado se 

comprometió a proveer –en el término de diez (10) días, contados 

desde que transcurrió el evento que causó la emergencia– los 

documentos y certificaciones detalladas en la quinta cláusula del 

contrato.10 Sin embargo, reiteró que la Confederación incumplió con 

 
1 Demanda, 23 de diciembre de 2019, SUMAC.  
2 Íd.  
3 Íd.  
4 Contestación a demanda y reconvención, 5 de octubre de 2020, SUMAC.  
5 Íd.  
6 Íd. 
7 Íd.  
8 Íd.  
9 Íd.  
10 Íd.  
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los términos del contrato al no presentar los documentos exigidos 

por ley, por lo que solicitó que el contrato fuera rescindido.11 

Por su parte, el 10 de noviembre de 2020 el apelado presentó 

Contestación a la reconvención.12 Respecto al incumplimiento con la 

entrega de documentos, afirmó que no existía un mandato legal que 

exigiera que los documentos solicitados se entregaran en un término 

de diez (10) días.13 Además, indicó que entregó los documentos 

requeridos, y que no fue hasta que comenzó el proceso de cobro que 

el Municipio le informó sobre el supuesto incumplimiento.14 En 

cuanto a la entrega de la póliza de la Corporación del Fondo del 

Seguro del Estado, destacó que la ley no le requiere poseerla, pues 

la Confederación era una corporación que rendía servicios a través 

de camiones subcontratados, por lo que no tenía empleados.15 Sin 

embargo, a solicitud del Municipio, entregó la póliza del seños Luis 

Falcón Ortiz, presidente de la Confederación.16 Así, en resumen, 

negó las alegaciones sobre incumplimiento de contrato, por lo que 

solicitó que se declarara no ha lugar la reconvención.17 

 Continuados los procedimientos, el 30 de septiembre de 2021 

el Municipio presentó Moción en solicitud de sentencia sumaria.18 En 

síntesis, reiteró el incumplimiento de la Confederación con la 

entrega de documentos, razón por la cual estaba impedido de 

desembolsar los fondos públicos solicitados.19 En respuesta, el 15 

de noviembre de 2021 la Confederación presentó Oposición a moción 

en solicitud de sentencia sumaria.20 En resumen, alegó que procedía 

denegar la solicitud de moción de sentencia sumaria debido a que 

 
11 Íd.  
12 Contestación a la reconvención, 10 de noviembre de 2020, SUMAC.  
13 Íd.  
14 Íd.  
15 Íd.  
16 Íd.  
17 Íd. 
18 Moción en solicitud de sentencia sumaria, 30 de septiembre de 2021, SUMAC.  
19 Íd.  
20 Oposición a moción en solicitud de sentencia sumaria, 15 de noviembre de 2021, 

SUMAC.  
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proveyó la Certificación de Deuda de la CFSE y la póliza de Seguros 

de la CFSE endosada a favor del Municipio a nombre de Falcón, ya 

que se le hacía imposible proveer Certificación de Deuda de la CFSE 

y la Póliza de Seguros de la CFSE endosada a favor del Municipio a 

nombre de la Confederación.21 

Además, señaló que el contrato en controversia proveía para 

que en la eventualidad de que una parte no pudiera proveer uno de 

los documentos solicitados, se justificara mediante declaración 

jurada. En ese sentido, arguyó se le debía de eximir de tener que 

proveer Certificación de deuda de la CFSE y/o Póliza de Seguros de 

la CFSE a nombre de la Confederación, debido a que este requisito 

es una imposibilidad sobrevenida con posterioridad a la firma del 

contrato.22  

Atendida la solicitud de sentencia sumaria, el 10 de enero de 

2022, fue declarada no ha lugar.23 Mediante su Resolución, el TPI 

consignó las siguientes determinaciones de hechos: 

1. La parte demandante, Confederación Auténtica Del 
Transporte LLC, firmó con el Municipio de Toa Baja un 
contrato registrado bajo el número 2018- 000248 por 
$100,800.00, con una vigencia del 18 de septiembre de 
2017 al 11 de octubre de 2017. 
 

2. Dicho contrato fue otorgado bajo el “Estado de 
emergencia” declarado el día 18 de septiembre de 2017, 
debido al paso del huracán María.  
 

3. Los servicios a proveer por el demandante al Municipio, 
según la primera cláusula del contrato, consistían en el 
arrendamiento de camiones con operador y combustible, 
conforme a las tarifas de la Comisión de Servicio Público 
(Orden Ejecutiva VII) o sujeto a lo que FEMA autorice, 
considerando el mejor precio. Además, se facturará el 
15% adicional por gastos administrativos para la 
Confederación. 
 

4. La cláusula Tercera del antes mencionado contrato 
señala:  

 

EL CONTRATISTA se obliga a mantener y guardar todos 
los expedientes y documentos de personal, propiedad y 
estados financieros que permitan una adecuada 
identificación y contabilidad de todos los costos y gastos 
relacionados con el contrato, así como cualquier 
documento o expediente que EL MUNICIPIO considere 

 
21 Íd.  
22 Íd.  
23 Resolución, 10 de enero de 2022, SUMAC.  
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necesario llevar a cabo una adecuada contabilidad de los 
fondos públicos, federales, estatales y municipales que se 
puedan invertir en los servicios objeto de este contrato. 
Dichos expedientes y documentos deberán estar 
disponibles para propósitos de auditoría a realizarse por 
EL MUNICIPIO, y/o cualquier otra agencia con 
competencia. Todos los documentos deberán conservarse 
por un periodo no menos de seis (6) años, o hasta que se 
efectúe cualquier intervención por parte de la Oficina del 
Contralor de Puerto Rico, lo que ocurra último. 
  

5. La cláusula Quinta del referido contrato establece los 
documentos que se requieren para tramitar el pago, 
además, dicha cláusula establece los siguiente:  
 
Por tratarse de un contrato subscrito bajo un Estado de 
Emergencia, EL CONTRATISTA se compromete a que de 
no tener disponible uno o más de los documentos que a 
continuación se expresa, los gestionará y proveerá dentro 
del término de 10 días luego de transcurrido el evento que 
ocasiona la Emergencia. Si por alguna razón entendiese 
que no puede proveer alguno de dichos documentos o que 
no le aplica, deberá expresarlo mediante declaración 
jurada que habrá de proveer dentro del término antes 
expresado. 
 

6. El Municipio expidió una carta a nombre del señor Falcón 
el 8 de febrero de 2018, con el fin de que la Confederación 
gestionara la póliza con la CFSE. Esa misma carta fue la 
que el señor Falcón llevó a la CFSE, para gestionar el 
trámite.  
 

7. La CFSE emitió la póliza a favor del señor Falcón y no a 
nombre de la Confederación.  

 

8. El 25 de marzo de 2021, el Municipio le envió al señor 
Falcón y la Confederación una carta donde expresaba que 
documentos necesitaba para tramitar el pago de la 
factura aquí en cuestión.  

 

9. El 30 de marzo de 2021, la Confederación le envió una 
carta donde le proveía a la demandada todos los 
documentos solicitados.  

 

10.  El 26 de mayo de 2021, el Municipio le cursó una carta 
a la Confederación donde listaba los documentos que 

todavía necesitaba para procesar el pago de la factura.  
 

11.  El 18 de agosto de 2021, la Confederación le envió una 
carta a Toa Alta entregándole todos los documentos 
solicitados por este municipio excepto la certificación de 
deuda de la CFSE y póliza suscrita con la CFSE endosada 
a la demandada a nombre de la Confederación en vez de; 
Sr. Luis Falcón. En su parte pertinente, dicha carta 
explica que a la Confederación se le hace imposible 
conseguir que CFSE expida certificación de deuda de la 
FSE y póliza del FSE endosada a la demandada a nombre 
de la Confederación en vez de Luis Falcon:  

 

[…] Con el fin de cumplir con este requisito, el Sr. Luis 
Falcón (“Falcón”) y el Sr. Ángel Concepción se reunieron 
con la Sra. Barbara Lago Amparo, Jefe Administrativa de 
la División de Seguros e Interventores, Oficina Regional 
de Bayamón de la FSE. Tel. (787) 782-8250 ext. 6388 y 
6384. Según la Sra. Lago, no se puede expedir una nueva 
póliza a nombre de la CA y tampoco se puede enmendar 
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la póliza de seguros que existe a nombre de Falcón para 
incluir a la CA. Lo que sucedió es que el Municipio de Toa 
Baja expidió una carta a nombre de Falcón con fecha de 
8 de febrero de 2018. (Véase Exhibit 1.) Esa misma carta 
fue la que Falcón llevó al FSE. Por su parte, la FSE emitió 
la póliza a favor de Falcón y no a nombre de la CA. Una 
vez resultaron fallidos todos los intentos de obtener una 
nueva póliza o enmendar la póliza existente, la Sra. Lago 
expidió una factura donde el FSE establece lo siguiente: 
“[c]ertifico que el patrono Luis Falcón solicitó la Factura 
de Responsabilidad Patronal como individuo, sin 
embargo, debió ser a nombre de la corporación, la cual el 
preside, Confederación Auténtica de Transporte, LLC., se 
aneja evidencia de la incorporación”. En fin, es imposible 
cumplir con este requisito; la FSE no está dispuesta ni a 
emitir póliza nueva a nombre de la CA o enmendar la 
póliza existente para incluir a la CA […] En resumen, ni 
Falcón ni CA pueden: (A) obtener certificación de deuda 
de la FSE a nombre de CA; (B) obtener póliza de seguros 
de la FSE a nombre de la CA […] Falcón y CA han provisto 
lo posible de la información y los documentos requeridos 
por el Municipio de Toa Baja. En cuanto aquella 
información y documentos que Falcón y CA no pueden 
proveer, Falcón y CA han explicado las razones por las 
cuales no los pueden proveer […]  
 

12.  El 26 de agosto de 2021, se celebró vista sobre el estado 
de los procedimientos, la minuta correspondiente a dicha 
vista, en lo pertinente, dice lo siguiente:  
 
El licenciado Báez hizo constar que proveyó toda la 
información y documentos solicitados por la parte 
demandada, excepto tres cosas que no tiene forma de 
producírselas. Se requirió que la PÓLIZA del Fondo del 
Seguro del Estado y la CERTIFICACIÓN DE DEUDA de la 
Corporación del Fondo del Seguro del Estado estén a 
nombre de la Confederación Auténtica del Transporte 
porque así lo exige el Municipio. Ambos documentos se 
produjeron a nombre del Sr. Luis Falcón. El Fondo del 
Seguro del Estado no está dispuesto a emitir una PÓLIZA 
nueva a nombre de la Confederación ni a enmendar la 
PÓLIZA que expidió […]  
 
El licenciado Martín explicó que esto es un Contrato 
firmado el 18 de septiembre de 2017, bajo un estado de 
emergencia declarado por el huracán María y con el 
compromiso de la empresa privada de proveer cierta 

documentación que la Ley y los Reglamentos aplicables a 
Contratación Gubernamental requieren, incluyendo los 
Municipios. A todos los contratistas se le exige una 
PÓLIZA del Fondo del Seguro del Estado y tiene que 
cubrir el periodo en que se va a brindar el servicio al 
Municipio o a la Entidad Pública. La parte demandante 
proveyó un documento que aparece a nombre del Sr. Luis 
Falcón no a nombre de Confederación Auténtica de 
Transporte. El mismo no puede ser aceptado por el 
Municipio porque no cubre al contratista. De igual forma 
la CERTIFICACIÓN DE NO DEUDA del Fondo[…]  
 
Si la parte demandante dice que es imposible proveer 
CERTIFICACIÓN DE NO DEUDA del Fondo y una PÓLIZA 
del Fondo, no hay manera que el Municipio pueda 
exceptuar a un contratista de proveer una PÓLIZA para 
el pago de estos servicios. 
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 Por otro lado, determinó que los siguientes hechos estaban en 

controversia:  

1. Si el Municipio le adeuda a la Confederación alguna 
cuantía por los trabajos realizados.  

 
2. Si la Confederación violó algún término esencial del 

contrato. 
 

3. Si según los términos del contrato es aceptable la 
certificación de deuda de emitida y la póliza de seguros 
por la CFSE a nombre del señor Falcón.24 

Continuados los procedimientos, el 12 de enero de 2022 la 

Confederación presentó una moción, mediante la cual informó que 

le había remitido al Municipio las contestaciones al interrogatorio y 

al requerimiento de admisiones cursado por estos.25 Según surge 

del expediente ante nuestra consideración, la contestación al 

requerimiento de admisiones remitido por la Confederación 

consignó lo siguiente: 

Requerimiento 1: Admita que el 18 de septiembre de 

2017 Confederación Auténtica de Transporte, LLC firmó 
un Contrato para la Adquisición de Bienes y Servicios 
Bajo un Estado de Emergencia con el Municipio 
Autónomo de Toa Baja.   
 
Reacción: Se niega.26 (Énfasis nuestro). 

 

Por otro lado, surge del expediente que, en su contestación al 

interrogatorio, al preguntársele sobre la fecha en que se otorgó el 

contrato 2018-000248, la confederación expresó:  

[a] pesar de que el contrato tiene fecha de 18 de 
septiembre de 2017, el mismo se firmó el 11 de octubre 
de 2017. Ese mismo día se entregaron los documentos 
que están marcados en el documento titulado 
certificaciones.27 (Énfasis nuestro). 

 

Así las cosas, luego de celebrar el juicio el 9 y 10 de febrero de 

2021, el 8 de marzo de 2021 el TPI emitió y notificó Sentencia.28 

Mediante su dictamen, luego de evaluar la prueba testifical y 

 
24 Íd.  
25 Moción informativa, 12 de enero de 2022, SUMAC. 
26 Contestación a requerimiento de admisiones, pág. 42 del apéndice del recurso. 
27 Contestación a primer pliego de interrogatorios y producción de documentos, pág. 

54 del apéndice del recurso. 
28 Sentencia, págs. 1-18 del apéndice del recurso. 
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documental presentada por las partes, realizó las siguientes 

determinaciones de hechos adicionales: 

1. El 6 de septiembre de 2017 entró en Puerto Rico el 
huracán Irma causando estragos.  
 

2. El 20 de septiembre de 2017 entró en Puerto Rico el 
huracán María. 
 

3. Los trabajos que realizó CA bajo el contrato aquí en 
cuestión se hicieron del 18-22 y del 25-29 de 
septiembre de 2017. (Énfasis nuestro). 
 

4. El impacto de ambos huracanes sobre Puerto Rico fue 
catastrófico dejando a Puerto Rico sin electricidad por 
semanas y, en algunos lugares, meses lo que provocó que 
muchas agencias del gobierno permaneciesen cerradas 
inmediatamente después del impacto de ambos 
huracanes. 
 

5. El contrato aquí en cuestión se firmó el 11 de octubre 
de 2017, después de realizado el trabajo aquí en 
cuestión y después del paso de los huracanes Irma y 
María como un requisito para el pago de los trabajos 
aquí realizados. (Énfasis nuestro).  
 

6. El total facturado por CA al Municipio por trabajos 
realizados bajo el contrato aquí en cuestión asciende a 
$7,084.00. 
 

7. El 15 de noviembre de 2021, CA presentó escrito titulado: 
“Moción Suplementando ‘Oposición a Moción en Solicitud 
de Sentencia Sumaria” (Entrada 45). Dicho escrito tiene 
adjunto una declaración jurada del Sr. Ángel Concepción 
que acredita que CA no puede: (A) obtener certificación de 
deuda de la CFSE a nombre de la CA; (B) obtener póliza 
de seguros de la CFSE con endoso a favor del Municipio 
a nombre de la CA.29 

A base de lo anterior, en síntesis y en lo pertinente, el TPI 

concluyó lo siguiente: “[a]nte la situación desastrosa que se estaba 

viviendo en Puerto Rico a consecuencia del paso de los huracanes 

Irma y María, era imposible entregar todos los documentos 

requeridos dentro del término de diez (10) días contados a partir del 

18 de septiembre de 2017. El contrato como cuestión de hecho 

se firmó el 11 de octubre de 2017. Por lo tanto, para el 28 de 

septiembre de 2017 era imposible que la CA estuviese en posición 

de proveer documento alguno e insistir en un cumplimiento estricto 

con algo imposible no nos parece apropiado ni constituye una razón 

 
29 Íd., pág. 9. 
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válida para declarar el incumplimiento de un contrato”.30 (Énfasis 

nuestro). Por lo tanto, resolvió que el Municipio estaba impedido de 

declarar el incumplimiento del contrato y no pagar al exigir unos 

documentos en unos términos particulares que a la Confederación 

se le hacía imposible cumplir.31 En consecuencia, declaró con lugar 

la Demanda y le condenó al Municipio al pago de $7,140.00 por 

concepto de la deuda, $2,000.00 de honorarios de abogado, más las 

costas.32 Además, declaró no ha lugar la reconvención presentada 

por el Municipio.33 

Inconforme, el 6 de abril de 2022, el Municipio presentó este 

recurso y le imputó al foro primario la comisión de los siguientes 

errores: 

ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL CONCLUIR QUE UN CONTRATO FIRMADO 
EL 11 DE OCTUBRE DE 2017, PERO QUE LOS SERVICIOS 
FUERON PROVISTOS DEL 18 AL 22 Y DEL 25 AL 29 DE 
SEPTIEMBRE DE 2017, O SEA ANTES DE FIRMARSE EL 
CONTRATO, ES VÁLIDO EN DERECHO.  
 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DETERMINAR QUE EL DEMANDANTE-
APELADO NO VIOLÓ NINGUN TÉRMINO ESENCIAL DEL 
CONTRATO.  
 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DETERMINAR QUE EL MUNICIPIO LE 
ADEDUDA DINERO AL DEMANDANTE-APELADO POR LOS 
TRABAJOS REALIZADOS 
 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DETERMINAR QUE ES ACEPTABLE LA 
CERTIFICACIÓN DE DEUDA U LA PÓLIZA DE SEGURO 
EMITIDA POR LA CFSE A NOMBRE DE FALCÓN PARA 
SATISFACER LOS REQUISITOS DE LA CLÁUSULA 
QUINTA DEL CONTRATO.  
 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DETERMINAR QUE, ANTE LA 
IMPOSIBILIDAD DE CAMBIAR EL NOMBRE DE LUIS 
FALCÓN A LA CONFEDERACIÓN Y CÓNSONO CON LA 
CLÁUSULA QUINTA DEL CONTRATO, MEDIANTE 
DECLARACIÓN JURADA SE SUPLIÓ LA RAZÓN Y 
JUSTIFICACIÓN POR LA RAZÓN QUE SE HACÍA 
IMPOSIBLE SUPLIR LA DOCUMENTACIÓN A NOMBRE DE 
LA CONFEDERACIÓN.  
 
ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA 
INSTANCIA AL DETERMINAR QUE REQUERIR ESTE 

 
30 Íd., pág. 15. 
31 Íd., págs. 16-17. 
32 Íd., pág. 17. 
33 Íd., pág. 18. 
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DOCUMENTO, REFIRIÉNDOSE A LA PÓLIZA DE LA CFSE 
ES UNA FARSA AL PROPÓSITO POR EL CUAL SE EXIGE, 
TODA VEZ QUE SE SOLICITA CON POSTERIORIDAD AL 
TRABAJO REALIZADO.  
 

 Luego de concederle término para ello, el 16 de mayo de 2022 

el apelado presentó su alegato. Así, con el beneficio de la 

comparecencia de las partes, conforme al derecho aplicable, 

resolvemos. 

II.  

 El Art. VI, Sec. 9 la Constitución de Puerto Rico establece que 

“[s]ólo se dispondrá de las propiedades y fondos públicos para fines 

públicos y para el sostenimiento y funcionamiento de las 

instituciones del Estado, en todo caso por autoridad de ley”. Art. VI, 

Sec. 9, Const. ELA, Tomo 1. Conforme a dicha disposición 

constitucional, y con el propósito de lograr la sana administración 

de los fondos públicos, se han aprobado leyes para establecer un 

control sobre el desembolso de esos fondos y sobre la contratación 

gubernamental. Genesis Security v. Depto. Trabajo, 204 DPR 986, 

998 (2020); Vicar Builders v. ELA et al., 192 DPR 256, 262 (2015); 

Rodríguez Ramos et al. v. ELA et al., 190 DPR 448, 456 (2014). De 

igual forma, el Tribunal Supremo, jurisprudencialmente, ha 

delimitado los preceptos de una sana administración pública. 

Genesis Security v. Depto. Trabajo, supra.  

 En lo pertinente, según nuestro ordenamiento jurídico, los 

preceptos legales que rigen las relaciones económicas entre 

entidades privadas y los municipios están revestidos de un alto 

interés público y aspiran a promover una sana administración 

pública. ALCO Corp. v. Mun. de Toa Alta, 183 DPR 530, 537 (2011). 

Por tal razón, la validez de los contratos con entidades 

gubernamentales se evalúa de acuerdo con los estatutos especiales, 

en vez de acudir a las teorías generales de los contratos. Íd. A tono 

con dichas disposiciones legales, el Tribunal Supremo ha favorecido 
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la aplicación de una normativa restrictiva en cuanto a los contratos 

entre un ente privado y el gobierno. Vicar Builders v. ELA et al., 

supra, pág. 263. 

 Específicamente, el Art. 1.003(v) de la derogada Ley Núm. 81-

1991, conocida como la Ley de Municipios Autónomos34 definía 

obligación como “todo compromiso contraído legalmente válido que 

esté representado por orden de compra, contrato o documento 

similar, pendiente de pago, debidamente firmado y autorizado por 

los funcionarios competentes para gravar las asignaciones y que es 

o puede convertirse en deuda exigible”. (Énfasis nuestro). Asimismo, 

el Art. 8.004 de la citada ley establecía, en lo pertinente, lo siguiente: 

“las obligaciones y desembolsos de fondos públicos municipales sólo 

podrán hacerse para obligar o pagar servicios, suministros de 

materiales y equipo, reclamaciones o cualesquiera otros conceptos 

autorizados por ley, ordenanza o resolución aprobada al efecto y por 

los reglamentos adoptados en virtud de las mismas”. En resumen, 

se considera que existe una obligación por parte de los municipios 

únicamente cuando exista un contrato en virtud de un compromiso 

legalmente válido. ALCO Corp. v. Mun. de Toa Alta, supra, pág. 539. 

 El Tribunal Supremo ha reiterado que los requisitos de forma 

que deben observarse al momento de pactar acuerdos con los 

municipios son los siguientes: (1) reducir el contrato a escrito; (2) 

mantener un registro para establecer su existencia; (3) enviar 

copia a la Oficina del Contralor de Puerto Rico, y (4) acreditar 

la certeza de tiempo, a saber, que el contrato se realizó y otorgó 

quince (15) días antes. ALCO Corp. v. Mun. de Toa Alta, supra; 

Ocasio v. Alcalde Mun. Maunabo, 121 DPR 37, 54 (1988). Estos 

requisitos deben cumplirse rigurosamente, pues manifiestan el 

 
34 La Ley Núm. 81-1991 fue derogada por la Ley Núm. 107-2020, sin embargo, 

para propósitos de la adjudicación de este recurso citaremos la ley derogada, pues 

era la ley vigente al momento en que surgieron los hechos en controversia.  
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interés legislativo de evitar pagos y reclamaciones fraudulentas o 

ilegales, al crear un mecanismo de cotejo para perpetuar 

circunstancial y cronológicamente dichos contratos. Íd. Por tal 

razón, los tribunales debemos ser cautelosos al evaluar las 

reclamaciones fundadas y relacionadas con contratos 

gubernamentales en los que las partes no han dado cumplimiento a 

los requisitos exigidos por la ley. Íd., pág. 538. En ese sentido, los 

tribunales tenemos el deber de velar por el cumplimiento de los 

referidos requisitos y disposiciones legales, las cuales están 

dirigidas a proteger los desembolsos públicos, ya que esta 

normativa tiene el propósito de proteger el interés público en el 

dinero del pueblo y no a las partes contratantes. (Énfasis 

nuestro). Mun. de Quebradillas v. Corp. Salud Lares, 180 DPR 1003, 

1012 (2011).  

 En ALCO Corp. v. Mun. de Toa Alta, supra, el Tribunal 

Supremo rechazó la contratación municipal retroactiva y 

determinó que era necesaria la existencia de un contrato escrito 

antes de prestar los servicios pactados. (Énfasis nuestro). En ese 

caso, ALCO comenzó a pavimentar un área del municipio de Toa 

Alta sin antes suscribir un contrato por escrito. Íd., pág. 533. 

Contrario a los requisitos establecidos, las partes suscribieron el 

contrato y cumplieron con las formalidades de la ley después de que 

ALCO culminó la obra. Íd. En dicho caso, el Tribunal Supremo 

reiteró que “no es permisible que personas privadas invoquen 

remedios en equidad frente a los municipios con los que contratan, 

porque es doctrina reiterada que dichos remedios no se aplicarán 

cuando resulte(n) contrario(s) a una clara política pública plasmada 

en un estatuto o en la Constitución”. Íd., pág. 541.  

Sobre el particular, razonó que validar la contratación 

efectuada en ese caso podría promover que un contratista realice 

deliberadamente la obra con anterioridad para garantizar la 



 
 

 
KLAN202200244    

 

13 

otorgación futura del contrato. Íd., pág. 543. Asimismo, expresó que 

validar dicho contrato premiaría a quien se confabule con un 

funcionario corrupto del municipio para no seguir las normas de 

una administración pública sana, consciente de que tan pronto 

culmine la obra tendrá derecho a reclamar compensación sin 

importar que no se siguió la ley al contratar. En fin, son múltiples 

las posibilidades de corrupción que se podrían suscitar si se 

permite el desembolso del fondo público por una obra realizada 

antes de la otorgación del contrato por escrito. (Énfasis nuestro). 

Íd., pág. 544. Finalmente, es importante destacar que las normas 

pautadas por la ley y la jurisprudencia sobre la contratación 

gubernamental deben ser rigurosamente observadas aun en 

circunstancias de emergencia. Ríos v. Municipio de Isabela, 159 DPR 

839, 846 (2003); Hatton v. Municipio de Ponce, 134 DPR 1001, 1005 

(1994). Específicamente, el Tribunal Supremo puntualizó que 

estas normas no pueden descartarse ni en situaciones 

meritorias que exigen flexibilidad, tales como la adquisición de 

bienes y servicios en casos de emergencia y otras situaciones 

excepcionales. (Énfasis nuestro). Íd.   

III. 

 En este caso, el Municipio nos solicita la revocación de la 

Sentencia mediante la cual el TPI validó el contrato 2018-000248 y 

lo condenó al pago de $7,140.00 por los servicios brindados por la 

Confederación. Como primer señalamiento de error, aduce que el 

foro primario erró al validar un contrato gubernamental firmado el 

11 de octubre de 2021, a pesar de que los servicios objeto del 

contrato fueron realizados del 18-22 y del 25-29 de septiembre de 

2017. Tiene razón.  

 En primer lugar, debemos reiterar que los preceptos legales 

que rigen las relaciones económicas entre entidades privadas y los 

municipios están revestidos de un alto interés público. Por tal razón, 
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los tribunales tenemos el deber de velar por el cumplimiento de los 

requisitos y disposiciones legales, las cuales están dirigidas a 

proteger los desembolsos públicos. En cuanto a los requisitos 

exigidos para la contratación gubernamental, debemos recordar que 

estos deben constar por escrito. Específicamente, debemos 

recordar que el Tribunal Supremo ha rechazado la contratación 

municipal retroactiva. Es decir, se requiere que exista un 

contrato escrito antes de prestar los servicios pactados.  

 En este caso, según surge del expediente, las partes 

suscribieron el contrato 2018-000248 en el que la Confederación se 

comprometió a brindar unos servicios de arrendamiento de 

camiones. Según se deprende del contrato, este se otorgó bajo el 

decreto de estado de emergencia emitido el 18 de septiembre de 

2017 a causa del paso del huracán María. Por otro lado, surge del 

documento que su vigencia sería del 18 de septiembre de 2017 hasta 

el 11 de octubre del mismo año. Finalmente, se desprende del 

contrato que las partes lo firmaron el 18 de septiembre de 2017. 

Ahora bien, el apelado, bajo juramento, en varias ocasiones 

aseveró que a pesar de que el documento consignaba que la 

fecha de otorgamiento fue el 18 de septiembre de 2017, este se 

firmó el 11 de octubre de 2017. Lo anterior, surge de la 

contestación al primer pliego de interrogatorio remitida por la 

Confederación.35 Asimismo, en la contestación al requerimiento de 

admisiones, el apelado negó que el contrato en controversia se firmó 

el 18 de septiembre de 2017.36 Dicha aseveración fue afirmada por 

ambas partes, incluso, fue una determinación de hecho 

consignada en la Sentencia a la cual debemos concederle 

deferencia.37 Además, en sus determinaciones de hechos el TPI 

 
35 Véase pág. 54 del apéndice del recurso. 
36 Véase pág. 42 del apéndice del recurso. 
37 Véase pág. 9 del apéndice del recurso. 
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consignó que los trabajos que ejecutó la Confederación bajo el 

contrato en cuestión se realizaron del 18-22 y del 25-29 de 

septiembre de 2017, después de realizado el trabajo aquí en 

cuestión.38 

 Lo anterior quiere decir que los servicios por los cuales la 

Confederación está solicitando el pago se realizaron antes de la 

existencia de un contrato válido entre las partes. Pues, como 

mencionamos, el contrato 2018-000248 se firmó el 11 de octubre de 

2017. Dicho contrato carece de validez, pues, como se ha 

reiterado en muchas ocasiones, los contratos gubernamentales 

no pueden ser retroactivos. En consecuencia, resolvemos que el 

TPI se equivocó al concederle validez a un contrato que fue 

otorgado después de que la Confederación rindiera los 

servicios por los cuales reclama el pago.  

 Ahora bien, queremos enfatizar que nuestra 

determinación de invalidar el contrato en cuestión se hace con 

el propósito de proteger el interés público en el dinero del 

pueblo y no a las partes contratantes. En este caso, la actuación 

del Municipio y de la Confederación, al firmar un documento 

consignando información falsa, constituyó un acto que atenta 

contra la sana administración de los fondos públicos. Dichas 

actuaciones denotan la posibilidad de la comisión de actos 

corruptos, pues, como en este caso, de no surgir la realidad sobre la 

otorgación de la firma (expresada por el apelado), se hubiese 

validado un contrato que, como cuestión de hechos, no cumplió con 

los requisitos legales requeridos para la contratación 

gubernamental. En este caso, el Municipio, al otorgar el contrato 

en controversia, incurrió en irresponsabilidad y falta de cuidado 

en su deber de velar por los fondos públicos. Dichas actuaciones 

 
38 Íd.  
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no se pueden tomar livianamente, pues toda agencia gubernamental 

tiene la obligación de cumplir fiel y cabalmente con la ley al 

administrar y desembolsar fondos provenientes del erario. En 

síntesis, esta determinación no supone una protección al Municipio. 

Al contrario, esta determinación debe constituir una advertencia 

para que este último ejerza su deber de administración con 

diligencia. Reiteramos que esta determinación tiene el propósito de 

velar por el interés del pueblo en los fondos públicos.  

 Finalmente, resolvemos que procede confirmar la 

determinación en cuanto a la desestimación de la Reconvención 

presentada por el Municipio. 

IV.  

 Por los fundamentos expuestos, revocamos, en parte, la 

Sentencia apelada, a los fines de declarar No Ha Lugar la demanda. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 
                                                  Lcda.  Lilia M. Oquendo Solís 

                                           Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 
 
 

 
 

 
 
 

 


